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v. 
 

HÉCTOR LUIS RIVERA 
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KLCE201801308 

Certiorari 
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala Superior de Ciales 
 
Caso Núm.:  
TD2014-135 
 
Sobre: 
Cobro de Dinero y 
Ejecución de Hipoteca 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Méndez Miró. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 21 de septiembre de 2018. 

 El 19 de septiembre de 2018, el señor Héctor Luis Rivera Rodríguez 

(señor Rivera Rodriguez o el Peticionario) presentó ante nos recurso de 

Certiorari.  Nos solicita que expidamos el auto y revisemos la Resolución 

emitida 23 de julio de 2018 y notificada el día 31 de ese mismo mes y año 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Ciales (TPI). Mediante el 

aludido dictamen, el foro primario ordenó la continuación de los 

procedimientos de ejecución. En igual fecha, el Peticionario presentó una 

Moción en Auxilio de Jurisdicción, solicitándonos ordenar la paralización 

inmediata del proceso de ejecución de sentencia.  

Evaluados los escritos presentados y los hechos procesales del 

presente caso, denegamos la expedición del auto solicitado y en 

consecuencia, declaramos No Ha Lugar la Moción en Auxilio de 

Jurisdicción.    

-I- 

 El presente caso tuvo su origen en el año 2014 con una demanda 

de cobro de dinero y ejecución de hipoteca que la Cooperativa de Ahorro y 

Crédito Ciales (la Cooperativa o la parte Recurrida) instó contra el señor 

Rivera Rodríguez.  
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Así las cosas, el 2 de noviembre de 2015, luego de que las partes 

se reunieran y alcanzaran un acuerdo transaccional, el TPI dictó Sentencia 

acogiendo el mismo y haciendo formar parte de su dictamen lo acordado 

por las partes. Entre los acuerdos alcanzados: 1) el Peticionario reconoció 

la deuda reclamada; y, 2) la Cooperativa renunció a la imposición de 

honorarios y a iniciar cualquier procedimiento de ejecución de sentencia 

antes del 26 de noviembre de 2015.  En la referida estipulación, las partes 

establecieron que habían llegado a dichos acuerdos, de forma libre, 

inteligente y voluntariamente.  

 Posteriormente, el 23 de abril de 2018, la Cooperativa presentó 

Moción: Cumplimiento de Orden y en Solicitud de Levantamiento de 

Paralización para continuar proceso de ejecución de sentencia.  En la 

misma, la Cooperativa expuso que, durante el proceso de ejecución de 

hipoteca el Peticionario se había acogido en dos (2) ocasiones distintas a 

Quiebra. No obstante, señaló que el primer procedimiento de Quiebra se 

desestimó, mientras que, en el segundo pleito, la Corte Federal había 

levantado la paralización automática sobre la propiedad, objeto de 

ejecución. Por lo tanto, la parte Recurrida argumentó que al haberse 

levantado la paralización, se podían reiniciar los procedimientos de 

ejecución en el presente caso.  

Por su parte, el 14 de junio de 2018, el Peticionario presentó 

Solicitud de Orden y de Paralización de los Procedimientos. En dicho 

escrito, el Peticionario fundamentó su solicitud en la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil y expuso que recientemente se encontraba ante la 

consideración del Tribunal de Distrito Federal un pleito de clase el cual 

incidía sobre los hechos y procedimientos del caso de epígrafe. El 

Peticionario abundó que dicho pleito de clase se instó contra distintas 

instituciones financieras, entre ellas, la Cooperativa. Por ende, sostuvo 

que, dado que el mencionado pleito de clase involucraba las partes del 

presente caso, procedía la paralización del caso por razones de economía 

procesal y a los fines de evitar decisiones contradictorias. En respuesta, el 
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23 de julio de 2018, la Cooperativa presentó su oposición, reseñando las 

incidencias procesales acontecidas en el presente caso durante la etapa 

posterior a la sentencia. Basado en ellas, la parte Recurrida resaltó que lo 

expuesto por el señor Rivera Rodríguez en la Solicitud de Orden y de 

Paralización de los Procedimientos era un intento “descabellado y absurdo” 

para que se le relevara de la sentencia por estipulación que había advenido 

final y firme hacía más de dos (2) años y ocho (8) meses. Luego de 

evaluados los escritos presentados por cada una de las partes, el 26 de 

julio de 2018, el TPI dictó Orden declarando Con Lugar la oposición 

presentada por la Cooperativa. En consecuencia, decretó la continuación 

de los procesos de ejecución de sentencia.  

 Inconforme, el 6 de agosto de 2018, el Peticionario presentó 

Solicitud de Reconsideración, en la cual reiteró los planteamientos que 

había esbozado en su Solicitud de Orden y de Paralización de los 

Procedimientos. El 14 de agosto de 2018, el foro primario declaró No Ha 

Lugar la Solicitud de Reconsideración presentada por el Peticionario.  

 En desacuerdo con lo dictaminado, el 19 de septiembre de 2018, el 

señor Rivera Rodriguez presentó el recurso de Certiorari que aquí nos 

ocupa, en el cual adujo que el foro primario cometió los siguientes errores: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al denegar la moción presentada al 
amparo de la Regla 49.2 de las de 
Procedimiento Civil sin la celebración de la 
correspondiente vista evidenciaria y sin 
celebrarse la vista de mediación 
compulsoria jurisdiccional.  
 
Erró el Honorable Tribunal de Instancia al 
aceptar un acuerdo que no disponía de la 
totalidad del pleito, por lo que procede la 
devolución del caso para referido a 
mediación compulsoria.  
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al no ordenar la paralización y el 
archivo del caso para fines estadísticos.  

 
 En igual fecha, el Peticionario presentó Moción en Auxilio de 

Jurisdicción. En la misma, expuso que resultaba imprescindible el que se 
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paralizara de inmediato el presente pleito con el propósito de salvaguardar 

sus derechos y evitar un daño irreparable.  

Luego de examinado el recurso presentado, la Moción en Auxilio de 

Jurisdicción y por estar en posición de resolver, prescindimos de la 

comparecencia de la Cooperativa. Véase, Regla 7 (B) (5) del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII – B, R. 7 (B) (5). 

-II- 

El auto de certiorari es el vehículo procesal utilizado para que un 

tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error cometido por un tribunal 

inferior. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Distinto a los recursos 

de apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de expedir o 

denegar el auto de certiorari. Íd. Por tanto, “[…] descansa en la sana 

discreción del foro apelativo el expedir o no el auto solicitado.” Íd.   

En armonía con lo anterior, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.40, dispone que para expedir un auto de 

certiorari, este Tribunal debe tomar en consideración los siguientes 

criterios:    

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.   
   
B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.   
   
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la 
prueba por el Tribunal de Primera Instancia.   
   
D. Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos 
más elaborados.    
   
E. Si la etapa del procedimiento en que se 
encuentra el caso es la más propicia para su 
consideración.   
   
F. Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa no causan un fraccionamiento 
indebido al pleito y una dilación indeseable en 
la solución final del litigio.   

  
G. Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia.  
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4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.    
 

-III- 

En el presente caso, el señor Rivera Rodríguez nos solicita que 

expidamos el auto e intervengamos con el dictamen post-sentencia, 

mediante el cual el TPI ordenó la continuación de los procedimientos de 

ejecución.  

Considerando la naturaleza de los planteamientos esbozados y los 

hechos procesales antes reseñados, evaluamos ponderadamente los 

documentos que forman parte del expediente judicial ante nuestra 

consideración. No obstante, luego de nuestro cuidadoso análisis a la luz de 

los criterios esbozados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

consideramos que los argumentos del Peticionario no nos mueven a 

intervenir con el dictamen recurrido. Por lo tanto, denegamos la expedición 

del auto solicitado y, en consecuencia, declaramos No Ha Lugar la Moción 

en Auxilio de Jurisdicción.   

-IV- 

 Por las razones anteriormente expuestas, denegamos la expedición 

del auto solicitado. Por consiguiente, declaramos No Ha Lugar la Moción 

en Auxilio de Jurisdicción.  

 Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


